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Es necesario que en estos momentos tomemos muy seria­

mente el proceso historico del movimiento idígena mundial que cada vez 

mas va alcanzando mayores niveles dentro del contexto de acciones per—  

manentes y directas en defensa de sus justos derechos y aspiraciones —  

como pueblos indígenas.

Señora Presidente >y señores participantes de esta - 

Conferencia Mundial de las Naciones Unidas ;

Los pueblos idígenas de la Amazonia Peruana, no puede estar y no esta'' - 

al margen de este gran movimiento indígena a través de sus Líderes y Or 

ganizaciones representativas tanto al nivel local, regional, nacional e 

internacional.

El Movimiento Indígena de loe pueblos amazónicos del 

Peru, se desarrolla en tomo a la ASOCIACION INTERETNICA DE DESARROLLO 

DE LA SELVA PERUANA - AIDESEP, - la cual esta constituida por mas de —  

60 grupos etnolingúísticos, 1* 500,000 indígenas al nivel de la amazonia, 

y 25 Organizaciones Regionales a lo largo y ancho de la Selva del Perú.

Nuestra existencia legal";' como pueblos indígenas eata^ 

contemplada en los articulos 161,162 y I63 de la Constitución Política 

del Peru y por otro lado existe el Decreto Ley No.22175 key de Comunida 

des Nativas.

A pesar de todo esto Señora Presidente, nos encontra­

mos en las mismas condiciones, los problemas continúan, nuestros, 

reclamos y voz de protesta tienen los mismos motivos y razones ; es de­

cir nuestra lucha continúa fundamentalmente por la defensa de nuestras 

TIERRAS Y RECURSOS naturales LA SALUD Y EDUCACION coherente a nuestras 

vivencias culturales como pueblos indígenas. Estas tierras de nuestros 

ancestros que ocupamos durante miles de anos, son invadidas por los lia

mados colonos o invasores, sin el menor respeto. Con el pretexto de ---
✓

buscar el desarrollo mas de 3^0,000 hectareas de nuestros bosques son - 

destruid®^ anualmente.



Los peces, los animales, las maderas entre otros recursos naturales son 

saqueados y están a punto de extinguirse por completo. Y para el colmo 

Señora Presidente, como consecuencia de esta gigantesca destrucción, — 

existe un grave cambio de la ecología amazónica y  un enorme cambio de - 

nuestro autentico modo de vida.

Esto significa que en el Peru como en otros paises her­

manos, se dan leyes para la protección de los Derechos Indígenas que en 

la practica nunca se cumplen ;

- Nuestras tierras son invadidas permanentemente.

- Nuestros bosques y otros recursos naturales son saqueados.

- La presencia del Estado en la forma de Destacamentos policiales y ---

"Jueces de Paz" en lo general terminan favoreciendo a los grandes pa 

trônes y comerciantes.

- Existe una marginad on y  discriminación a los indígenas.

- En la régirai de Atalaya los indígenas ASHANINKAS son sometidos a una 

esclavitud y explotaeion en pleno siglo XX.

- Muchos funcionarioá del Gobierno ignoran la existehcia de la Ley de - 

Comunidades Nativas.

- Los dirigentes y  Líderes indígenas son constantemente amenazados de - 

muerte.

- Hace poco un líder indígena AGUARUNA fue asesinado.

A todos estos -ttobusos señora Presidente, efectivamente 

son atentatorios contra los derechos humanos del pueblo indígena de la - 

amazonia peruana, se suma la terrible consecuencia de la violencia poli- 

tíca que vive el pais.

Por otro lado, mas de 6,000 indígenas ASHANINKAS del Rio 

Pichis se levantarosn con sus flechas y arcos para autodefenderse de los 

atropellos y  abusos de los petrones y colonos expulsándolos de sus terri­

torios invadidos} acción que duro'desde Enero a Abril del presente ano. 

Cientos de familias abandonaron sus chacras y sus choaas para buscar re­

fugio en las ciudades como Zatipo y Chanchamayo,* en la selva central del 

Peru, hay acontecimientos lamentables; perdida de vidas de los indios, 

detenciones arbitrarias, encarcelamientos de líderes de comunidades y 

secuestros inexplicables, rapto de menores entre otros abmsos.

"En lo que va del año, 60 Ashánicas han sido asesinados y decenas 

secuestrados -^Sr/ 4, nadie da razón de ellos.

Para terminar señora Presidente, permítame solicitar en nombre 

del pueblo indio del Peru, que la 6omision de Derechos Humanos de las 

Haciones Unidas, tome una urgente decision, auxiliándonos a los indios

para que se reestablezca la paz y  la tranquilidad en las poblaciones ---

indias del Peru.



En el Pera ha iniciado su gobierno un nuevo Presidente, quien tendr3 

la enorme responsabilidad de gobernar la nación en el momento mas crítico

de su historia Republicana. Nosotros en t o m o  a nuestra Organización-----

AIDESEP. Estamos exigiendo fundamentalmente la continuación del Programa 

de la - Titulación de las Tierras de las Comunidades indígenas en la Amazonia 

Peruana, que tanto sacrificio nos costóY'se iniciara este Gran Proyecto.

Como líderes indígenas peruanos, estaremos permanentemente solidarios con 

el movimiento indígena de todo el mundo en defensa de nuestros Derechos - 

Humanos y justas aspiraciones de los pueblas indígenas del mundo.

muchas gracias

Ginebra 31 de julio de 1990*







V I O L A C I O N E S  A  L O S  D E R E C H O S  H U M A N O S  

D E  L A S  C O M U N I D A D E S  N A T I V A S  

D E  A T A L A Y A ,  P U C A L L P A

L a s  c o m u n i d a d e s  n a t i v a s  s ig u e n  s i e n d o  o b j e t o  d e  r e l a c i o n e s  d e  e s c l a v i s m o ,  a b u s o s  f í s i c o s  y  
l a b o r a l e s ,  e x p r o p i a c i ó n  d e  s u s  t i e r r a s  y  r e c u r s o s ,  q u e  c o n f i g u r a n  u n  c u a d r o  d e  e tn o c i d io .

i»

.L /os días 13,14 y 15 de setiembre de 
.989 nuestra Asociación fue invitada a 
participar en la asamblea extraordinaria 
de la Organización Indígena Regional 
de Atalaya (OIRA) con el propósito de 
constatar las denuncias por violaciones a 
los derechos humanos contra cerca de
9,000 indígenas de las etnías Asháninka 
(Campas), Pico, Machiguenga y Yami- 
nahua y sumar el esfuerzo de APRODEH 
al que ya realizan las organizaciones in­
dígenas del país por erradicar los abusos.

La invitación, cursada por la Asocia­
ción Interetnica de Desarrollo de la Sel* 
va Peruana (AIDESEP), buscaba tam­
bién apreciar si el Gobierno estaba po­
niendo en práctica las recomendaciones 
planteadas por la Comisión Multisecto­
ra l  creada el año pasado por la resolu­
ción No. 083-88-PCM, para atender la 
situación de la zona.

El Equipo Técnico de dicha Comi­
sión, luego de realizar las investigaciones 
correspondientes, emitió un informe de­
tallado en el cual concluye que la situa­
ción de las comunidades indígenas de 
Atalaya.

“Es, efectivamente atentatoria de la 
legislación nacional, la que configura 
prácticamente un cuadro de etnocidio, 
ameritándose una acción urgente de 
parte del Estado.”

D e s c r i p c i ó n  d e  l a  z o n a

La provincia de Atalaya, está ubicada ; 
en el departamento de Ucayali, unos 420 
kilómetros al este de Lima, y en ella ha­
bita una población indígena de aproxi- 
madamérile 9,000 personas, pertene­
cientes a diferentes grupos etno-linguís-

ticos, como los asháninka -mejor conoci­
dos como campas- shipibo-conibo, piro, 
amahuaca y yaminahua, quienes se agru­
pan en unas 80 comunidades nativas.

De este total, 23 comunidades se en­
cuentran inscritas oficialmente (28%), 
17 tienen títulos sobre el territorio que 
habitan (22%) y 40 no están reconocidas 
ni tituladas.

En la valoración de la Comisión Mul- 
tisectorial, integrada por representan­
tes de los ministerios de Trabajo, Justicia 
y Agricultura, así como por el Instituto 
Indigenista Peruano, estas comunidades 
conforman cü verdad la “frontera viva” 
del Perú con el Brasil, en un área estra­
tégica de la Amazonia, “tanto por su 
ubicación ge o-política como por sus re­
cursos naturales, ya que de llevarse a 
ejecución el proyecto de la carretera 
Puerto Prado-Atalaya, que uniría con 
Satipo, el /Uto Ucayali se convertiría en 
la zona de selva baja más cercana a 
Lima y numerosos departamentos”.

A esto hay que añadir la presencia del 
petróleo y del gas natural (en Camisca. 
zona fronteriza de Ucayali con Cusco) y 
los ricos recursos madereros, todo to 
cual indudablemente aumenta el valor 
de las tierras históricamente habitadas 
por las comunidades nativas.

Ante el potencial de la zona, ésta ha 
sido permanentemente objeto de inva­
siones o “procesos de colonización” que 
han traído como consecuencia graves 
trastornos a la ecología y el modo de vida 
de las comunidades nativas.............

Conocedoras de su medio ambiente, 
estas comunidades combinan la agricul­
tura, la caza y la pesca, movilizándose en

un vasto territorio de manera que, en el 
caso de la agricultura, se produzca la 
rotación que impida el agotamiento de la 
tierra. ,

/
A pesar de existir una Ley de Comu- 

! nidades Nativas destinada a proteger sus 
i derechos históricos sobre la Amazonia,
■ en la práctica no se cumple y sobre la 
l base de una actitud de racismo activo, la 
; /  mínima presencia del Estado en la forma 
¡ de destacamentos policiales y jueces de 
; paz, en general termina sirviendo a los 
v intereses de los comerciantes de tierras 
\ y  colonos que se han instalado para ex­

plotar los recursos forestales.

Debe tenerse en cuenta que la gran 
mayoría de nativos para todos los efectos 
no son ciudadanos del Perú y carecen de 
derechos, pues sus propios patrones im- 

| piden que se registren los nacimientos y 
! por supuesto que los nativos obtengan 

documentos de identidad como la libreta 
electoral.

Todo esto ha sentado las bases para 
la existencia de comunidades “libres” y 

; “cautivas” en la zona, según sea su mayor
o menor grado de sometimiento y explo­
tación por parte de los patronos y colo- 

j nos que utilizan su fuerza de trabajo. 
i

\ C o m u n i d a d e s  “ l i b r e s ”tj

Las comunidades “libres” “mantie- 
j nen cierta autonomía en la conducción 
j de su comunidad y de sus recursos, sin
■ negar los mecanismos de dominación 
i socio-económica y opresión étnica de 
j que son víctimas, por lo que atraviesan 
| graves problemas de tierra, por la per­

manente Invasión de hacendados". (In-



especial
forme Final de la Comisión Multisecto- 
rial).

Comunidades "cautivas”

Las comunidades “cautivas” “son 
aquellas cuyas tierras ancestrales han 
sido arrebatadas y se encuentran no só­
lo despojadas, sino sometidas a la servi­
dumbre al interior de grandes y media­
nos fundos agropecuarios y/o madere­
ros, conformando mano de obra gratui- 

i semi-gratuita, cuyos patrones los 
reducen a la condición de trabajadores 
permanentes sin ninguna capacidad de 
disponer de sus bienes y  aún de sus 
propias vidas, bajo los mecanismos del 
sistema de habilitación o '’enganche'. 
Servidum bre que en m uchos casos 
muestra características de esclavitud." 
(Idem).

El enganche

Este sistema de explotación de la 
fuerza de trabajo nativa se produce me­
diante la manipulación de las llamadas 
habilitaciones, que son el adelanto entre­
gado por un patrón al nativo en la forma

herramientas de trabajo, comida o 
-.ñero, para que éste pueda extraer la 
madera con la que posteriormente, en 
teoría, cancelará la deuda inicial y obten­
drá ingresos para la subsistencia de su 
familia.

Según AIDESEP, puede afirmarse 
que el 100 por ciento de los nativos sub­
siste en buena medida con la extracción 
de madera, donde el sistema de las habi­
litaciones es el utilizado.

El Decreto Ley 21147, que norma las 
relaciones laborales establece que “cual­
quiera que sea su causa, denominación
o modalidades, son nulas las estipula­
ciones que obliguen al pago con produc­
tos forestales™ de habilitaciones recibi­
das, sean estas en dinero o bienes.„ En 
caso de comprobarse la infracción, el 
habilitador perderá en favor del habili­
tado el valor que le hubiera entregado.”

No obstante, esta ley es constante­
mente ignorada. Los nativos que extraen

la madera son sistemáticamente obliga­
dos a pagar la habilitación original -más 
los intereses que al patrón se le antoje- 
con el producto de su trabajo, quedando 
así alados al círculo vicioso de la explo­
tación y la miseria como condición de 
vida permanente. Veamos algunos ca­
sos. —

El nativo Abel Muñoz, de la zona Se- 
pa-Capiroshampiari, trabajó desde 1982 
a 1987 sin pago alguno. En 1986 logra 
que se le entreguen 14 trozas de cedro y 
caoba, pero todavía se encuentra “en­
deudado” con el patrón Hugo Inchari, 
por razones que desconoce.

Los nativos Abel Santoma, Jaime 
Gonzales, Lucho Santono, Oracio Ño- 
ñes y Abel Shinti, de Tsinquiato, en el 
Alto Urubamba, trabajaron por contrata 
durante ocho meses -hasta abril de 1986- 
. El patrón Inocente Macedo les adelan­
tó -para todos- un total de 10,000 intis (la 
tasa de cambio en 1986 estuvo en un 
promedio de 70 intis por d ó lar). Culmi­
nado el contrato de trabajo Ies “pagó” 
entregándoles un “peque-peque” (ca­
noa rústica) inutilizable que valoró en
18,000 intis. Esto le permitió exigirles 
que retornaran a trabajar el año siguien­
te para pagar la diferencia.

El nativo Daniel Ríos Torres, de Ta- 
huania, recibió del patrón César Cagna 
como una habilitación consistente en un 
“peque-peque” y una escopeta. A cam­
bio de ello el nativo entregó 50 trozas de 
madera, pero no le cancelaron la deuda. 
Le volvieron a habilitar con 3,200 intis. 
Ríos nuevamente pagó con 30 trozas de 
madera, pero se le dijo que no alcanzaba 
para cubrir la deuda. Por último, el hijo 
del patrón, Jaón Caña, 1c quitó el “pe- t 
que-peque” y la escopeta, y bajo amena­
za de hacerlo encarcelar, lo obligó a con- ̂  
tinuar trabajando para pagar la deuda de 
3,200 intis. «•

El nativo Lucho Ernesto Oriz, de 
Nueva Luz Curabanillo, desconoce por 
qué el patrón Hernán Cagna afirma que 
tiene una deuda^on él. Elnativo trata de. 
cancelarla entregándole a Cagna prime­
ro 30 trozas de madera y 20 sacos de 
fréjol. Luego 25 trozas más y 18 sacos de 
fréjol. Por si fuera poco, Oriz recibe 10

azotes por quejarse y atreverse a pregun­
tar por la legitimidad de la supuesta deu­
da.

El nativo Bonifacio Peso, de la comu­
nidad Centro Selva Chipani, trabajó cua­
tro meses extrayendo madera para el pa­
trón Adán Caña y recibió como todo 
pago 40 intis, siete metros de tocuyo (tela 
rústica), una frazada, un carrete de hilo 
y tres ampolla* para la uta (lepra de 
montaña).

El difunto marido de la nativa Amalia 
Peso, a su vez, recibió del mismo patrón 
una olla, un plato y una cuchara, como 
pago por tres meses de trabajo.

Abusos y violaciones

De 47 fundos que trabajan con nativos 
17 han sido denunciados por graves vio­
laciones a los derechos humanos.

Cabe señalar también que la Organi­
zación Internacional del T ra b ^ o  (OIT)
ha acogido una denuncia por violación a 
los derechos laborales de los nativos de 
Atalaya, por lo que ha cursado los oficios 
correspondientes al gobierno peruano.

El jefe nativo Jacinto Rojas Picón, de 
la etnia asháninka, pertenece a la comu­
nidad de Toriumashi, ubicada a más de 
12 kilómetros selva adentro, a pie, de la 
localidad de Atalaya.

* Durante la asamblea extraordinaria 
; de la OIRA, Rojas Picón relató uno de 

los casos más graves, de los muchos de­
nunciados, porque constituyó un ejem­
plo donde se sumaron todos los abusos 
que forman parte de la agresión sistemá- 

■ tica a la que están sometidas las comuni­
dades: violaciones sexuales, esclavitud, 
servidumbre, agresiones físicas y compli­
cidad de las fuerzas del orden.

v  El jefe Picón Rojas acusó al señor 
Víctor Merino Schaff, dueño del fundo 
“El Salvaje”, de haber secuestrado y vio­
lado a la menor Carolina Sánchez Ríos y 
luego a su madre, la cual quedó embara­
zada como resultado de este ultraje:

Por si esto fuera poco, el hermano de 
la menor Carolina, Mauricio Sánchez 
Ríos se encontraba secuestrado, al m o-.



informe
mentó de la denuncia, y era obligado a 
trabajar gratuitamente para Merino, se­
gún dijo éslc para que pagara por los 
gastos que implicó trasladar a la policía 
antisubversiva, “los Sinchis”, que Meri­
no movilizó para recuperar a la niña -co- 
sa que hizo- después que ella logró fugar 
de su cautiverio.

Además, el Sr. Merino Schaff registra 
denuncias por trabajo forzoso bajo ame­
naza armada, violación bajo amenaza ar­
cada, enganche y estafa desde 1987, 
contra la familia de Rogelio Ahuanari. 
(Relación de denuncias de AIDESEP).

Amenaza armada y 
desapariciones

Por su parte, el joven jefe Stalin Quin- 
ticoye Nicolás acusó al empresario ma­
derero César Cagna Figueroa de recu­
rrir a la amenaza armada, ya sea median­
te una fuerza de choque propia, ya sea 
recurriendo a las fuerzas del orden, para 
impedir que las comunidades de Chan- 
chamayo, Pacaya y Tahuanía se organi- 
zacen como comunidades y puedan re­
clamar sus derechos sobre las tierras, asf 
como sus garantías laborales.

El jefe también hizo un dramático re­
lato sobre el mal estado de salud de los 
indígenas que trabajan en los fundos del 
señor Cagna, donde conviven en hacina­
miento personas con lepra y personas 
sanas.

El señor Cagna Figueroa ha acumula­
do un número impresionante de denun­
cias por agresiones físicas y violaciones a 
los derechos laborales desde el año 1957, 
que incluyen el haber desaparecido a 
menores de edad. Además, por implan­
tar una jornada de trabajo de 12 horas en 
sus fundos y de someter a los nativos a 
una relación de servidumbre, sin pago de 
salarios por el trabajo realizado.

Es acusado de haber usurpado tierras 
de la comunidad nativa de Diobamba, en 
complicidad con el funcionario de la Ofi­
cina Agraria del Ministerio de Agricul­
tura,-Jorge Guevara, quien se rehusó a 
recibir las denuncias correspondientes 
por parte de la comunidad afectada.

César Cagma y distintos familiares su­
yos son acusados de utilizar contra tos 
nativos la cárcel y el apaleamiento, impo­
ner trabajos forzadamente a menores de 
edad, amenazas con arma de fuego, ro­
barse un motor fuera de borda, así como 
no pagar por madera entregada por los 
nativos, entre otros.

Tawanti, 
los padecimientos de 
una comunidad “Ubre”

La localidad de Tawanti está ubicada 
sobre la margen derecha del Río Ucaya­
li, donde habitan alrededor de 187 nati­
vos agrupados en 22 familias, entre las 
que se encuentra la del anciano Ricardo 
Marinero.

Localizadas a media hora de Atalaya 
viajando por el río, las chozas de madera 
y palmas de los nativos se esparcen en 
varios kilómetros de territorio, donde los 
caminos han de abrirse a machete.

El anciano Ricardo Marinero no pue­
de ubicar en el tiempo el origen de su 
comunidad. Sólo sabe que esas tierras las 
heredaron de sus antepasados, genera­
ción tras generación y que hoy se en­
cuentran en el dramático trance de verse 
impedidos de sembrar yuca para alimen­
tar a varias decenas de niños, jóvenes y 
viejos.

Dos comerciantes de tierras, Hexíme- 
des Pezos y Guillermo Paima se han ido 
apoderando del territorio con la compli­
cidad de algunos funcionarios del Minis* 
terio de Agricultura.

Como paso siguiente, han prohibido a 
los nativos de Tawanti sembrar libre­
mente sus alimentos, y para asegurarse 
de que su prohibición se cumpla, recu­
rren a arrancar los tubérculos que em­
piezan a crecer o en su defccto traen a la 
policía desde Atalaya para que se lleve 
nresos por algunos días a los nativos.

APRODEH hizo un recorrido por la 
zona junto con los nativos y pudo com­
probar el estado lamentable en que viven 
las familias de Tawanti, donde los niños 
no tiene una alimentación adecuada, ni

reciben educación porque ño existe es­
cuela alguna como tampoco posta médi­
ca.

: A una de las familias, los negociantes 
' de tierras la han desplazado hacia la par- 
; te baja del terreno, esto es, la más próxi­

ma al río, lo que determina que el terreno 
i se inunde durante la época de crecida y 
: que los cultivos sc anieguen.

En contraste, los territorios del Sr. 
¡ Guillermo Paima son vastos y muestran 

tanto la tala de árboles para comerciali­
zar la madera, como áreas preparadas 
para la agricultura.

Funcionarios corruptos

: Las familias de Tawanti fueron claras 
en sus quejas contra los funcionarios del 

i Ministerio de Agricultura, Edrulfo Fon- 
! seca Gómez, Germán Gatica y Jorge 

Guevara, a quienes acusan de sacar una 
! tajada del comercio de tierras, mientras 
: restringen a las comunidades nativas a 
! territorios cada vez más pequeños, que 

impiden la rotación en el uso de la tierra 
y a veces inclusive la pesca libre en los 
riachuelos colindantes con sus vecinos.

Los nativos denunciaron que sus tie­
rras son arrebatadas con fines de lucro 
por los comerciantes de terrenos, quie­
nes muchas veces venden una misma 
área varias veces.

! APRODEH también fue testigo de la
I tala indiscriminada de árboles cuyo des­

tino es la comercialización.

Recomendaciones 
de Comisión no se 
cumplen.

Por todo lo expuesto y un año después 
de que la Comisión Multisectorial nom­
brada por el Consejo de Ministros pre­
sentara su informe final, se llega a la 
conclusión de que las recomendaciones 

¡ de esta Comisión no se están cúmplién- 
■; Í do.

Se trata de 32 recomendaciones agru­
padas en los sectores de Problema de la 

! Tierra y Recursos Forestales, Derechos



Laborales, Derechos Humanos y Enti­
dades Públicas cuyo objetivo era, preci­
samente, poner fin a la situación de opre­
sión que afecta a las comunidades nati­
vas y tomar las medidas legales y políti­
cas básicas que les aseguraran la oportu­
nidad de una vida digna.

A continuación, resumiremos las más 
importantes recomendaciones plantea­
das por la Comisión en cada sector y que, 
como se verá, permanecen incumplidas.

.4 Tierra y Recursos 
Forestales.

La recomendación número 4 de este 
rubro plantea que “ las unidades agra­
rias departamentales XXI11 y XV I sus­
pendan en la zona de Atalaya toda nueva 
adjudicación y  concesión de contratos o 
permisos de extracción forestal con la 
consecuente paralización de todo trám i­
te al respecto, bajo responsabilidad pe* 
nal, mientras no se haya dado cabal 
cumplimiento al reconocimiento, titula­
ción y saneamiento de las comunidades 
nativas”.

Por todo lo expuesto, es obvio que 
esta recomendación está siendo ignora-

La recomendación número 7 plantea 
que la aplicación del Canon Forestal en 
Atalaya sea en favor de las comunidades 
nativas “cuyos recursos naturales han 
sido depredados’1.

El abandono en que se encuentran 
niños y adultos, y la lucha dispar que 
tienen que librar para no ser desplazados 
de lo poco que les queda demuestra que 
esta medida tampoco se ha hecho efecti­
va.

Derechos Laborales

Las recomendaciones 1 y 2 de este 
sector plantean que el Ministerio de Tra­
bajo sancione a  aquellos dueños de fuña­
dos en los que sé haya comprobado la 
violación de los derechos laborales de los 
nativos, además de realizar inspecciones

en aquellos lugares donde no se hayan 
hecho.

La tercera recomendación, por otra 
parte, plantea la necesidad de crear la 
Zona Regional de Atalaya, con el propó­
sito de llevar a cabo inspecciones oficien- ' 
tes.

La cuarta recomendación propone la 
capacitación permanente de los trabaja­
dores nativos, para que conozcan sus de­
rechos y estén en condiciones de defen­
derlos.

La realidad demuestra, sin embargo, 
que la situación de explotación y violen­
cia laboral contra los nativos permanece 
indemne.

Tampoco ha procedido a crearse una 
Oficina del Instituto Indigenista Perua­
no en Atalaya, lo que indudablemente 
constituiría un apoyo para los nativos en 
la lucha por hacer valer todos sus dere­
chos.

Derechos Humanos

Entre las recomendaciones de la Co­
misión en lo que concierne a este rubro, 
se encuentra la instalación de un Juzga­
do de Primera Instancia y de un Fiscal 
Provincial permanente, con sede en A ta­
laya; el nombramiento de un Fiscal ad- 
hoc que investigue expresamente las de­
nuncias de violaciones de los derechos 
humanos; y que se instale un consultorio 
jurídico gratuito con sede en Atalaya.

Estas recomendaciones no han sido 
cumplidas.

Tampoco aquella que plantea la ne­
cesidad de prestar garantías para la se­
guridad personal de los nativos denun­
ciantes y de sus dirigentes, asesores u 
otras personas que han sido amenaza­
dos.

De hecho, APRODEH supo que el 
Presidente de AIDESEP Miqueas Mis- 
hari, ha sido amenazado de muerte rei­
teradas veces por su firme posición de 
denuncia de estos atropellos. El señor 
Mishari no tienen ninguna protección 
por parte del Estado.

No se ha cumplido, igualmente, la re­
comendación 5 de este rubro, que plan­
tea “definir y remarcar el rol operativo 
de las Fuerzas Policiales como garantía 
de salvaguarda de los Derechos Huma* 
nos de los nativos.'*

Tampoco se ha producido el cambio 
de jurisdicción judicial de Huánuco a 
Ucayali, con sede en Pucallpa, como fue 

t recomendado, con lo que la provincia de 
| Atalaya y todos los litigios que en ella se 
j planteen tienen que ser vistos por los 

juzgados de Huánuco, lo que dilata y 
entraba la administración de justicia.

No se ha nombrado un Fiscal Procu­
rador especial para defensa de los dere­
chos humanos de las comunidades nati­
vas, como fue recomendado.

Entidades Públicas

La primera recomendación al respec­
to plantea reorganizar las oficinas públi­
cas existentes en la región de Atalaya, 
“orientadas hacia una acción más efec­
tiva y  coordinada en favor de las pobla­
ciones nativas, con la consecuente reno­
vación o traslado de autoridades y  fun­
cionarios que no haya cumplido sus fun­
ciones”.

Siendo esto la base para la renovación 
de la presencia estatal en Atalaya, es 
evidente que no sólo no se ha cumplido 
con aplicarla, sino que las malas autori­
dades siguen en sus puestos, coludiéndo- 
se con quienes lucran con el despojo de 

j  las comunidades nativas y la depreda-
i ción de la Amazonia.

Las otras seis recomendaciones sólo 
podrían aplicarse una vez llevada a cabo 
esta restructuración. Ellas apuntan a 
ubicar a personal nativo en aquellas ofi­
cinas que tratan de su problemática par­
ticular, a capacitar al personal, coordi­
nar programas y esfuerzos, reforzar los 
presupuestoa públicos y, en fin, vigilar 

. que se cumpla la Ley.de Comunidades 
Nativas.

. Nada de esto rige, como se ha podido 
constatar.
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